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 Informe de Ashotel  
sobre el borrador de Decreto Ley que modifica el principio de unidad de 

explotación (PUE) recogido en la Ley 7/1995, de 6 de abril, de ordenación del 

turismo de Canarias (LOTC) 

 

 

I. Introducción y cuestiones previas 

 

Tras la recepción y análisis del borrador de texto normativo remitido por la Consejería 

de Turismo y Empleo del gobierno de Canarias, desde Ashotel emitimos el presente 

informe para realizar una valoración analítica y reflexiva sobre el mismo, a la par que 

pretendemos matizar, oponernos y responder a aquellos aspectos que podrían 

generar una mayor controversia en su aplicación al conjunto de los establecimientos 

extrahoteleros de Canarias. 

En primer lugar, valoramos positivamente la iniciativa de una norma que aspire a 

superar aquellas cuestiones más problemáticas que la aplicación del PUE en Canarias 

ha generado a lo largo de sus más de treinta años de existencia. Sin embargo, hemos 

de partir de la afirmación categórica de que este principio ha sido positivo y 

determinante en la conformación de una oferta turística extrahotelera profesional y de 

calidad en Canarias, que vino a intentar resolver la problemática surgida de un modelo 

mixto en el que convivían en su origen, explotadores profesionales y propietarios 

privados, lo que generaba no pocos problemas frente al usuario turístico, la 

administración pública y para la propia gestión de los establecimientos. Esta 

necesidad de regular, profesionalizar, ordenar una actividad turística esencial, como 

es la oferta extrahotelera, a la vez que excluir a los competidores ilegales y desleales, 

estuvo en el origen del PUE. 

Entre los problemas surgidos en la aplicación del PUE, queremos destacar, entre 

otros, los siguientes, que serán objeto de desarrollo en el presente informe: 

- El régimen de obtención y mantenimiento de la condición de explotador 

turístico sujeto a un sistema de porcentajes sobre el número de unidades 

en explotación en el complejo se ha demostrado como un sistema volátil y 

atacable por propietarios privados que se oponían, por diferentes motivos, al 

explotador turístico. 

- La coexistencia de usos mixtos - turístico y residencial – en complejos 

turísticos que son negocios asimilables a los de cualquier otro sector (fábricas, 

industrias o comercios) y que no deberían admitir esos diferentes usos. 

- La competencia desleal ejercida por titulares de unidades alojativas que se 

han salido de la explotación turística y eludiendo, en la mayoría de las 

ocasiones, el pago por el uso de servicios turísticos provistos por el explotador 

del establecimiento. 
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- La irrupción de otras modalidades alojativas, como ha sido la vivienda 

vacacional con obtención de un título habilitante ilegal e indebido, por inacción 

administrativa, en un complejo turístico en el que, por definición de la propia 

LOTC, solo podía haber un explotador turístico. 

- La existencia de diferentes situaciones insulares respecto al modelo de 

gestión y de configuración de la oferta extrahotelera, cuyo intento de 

regulación homogéneo mediante una norma como la propuesta, podría suponer 

la aparición de nuevos problemas que requieren de una solución diferenciada 

y con un análisis en mayor profundidad que el planteado. 

 

Unido a esto, consideramos que esta norma pretende regular, bajo un mismo criterio, 

situaciones que son diferentes desde su origen y concepción. Nos referimos, por 

ejemplo, a que la situación que se vive en Gran Canaria en los complejos 

extrahoteleros es radicalmente diferente a la que se vive en Tenerife. Mientras que en 

Gran Canaria el problema principalmente deriva de una excesiva atomización 

originaria e histórica de la propiedad de las unidades alojativas, dando lugar a 

situaciones de absoluta imposibilidad de gestión turística del inmueble, junto a 

recientes procesos de creciente residencialización; en Tenerife, el origen del problema 

no es ese, pues la mayoría de complejos extrahoteleros cuentan con un explotador 

turístico que posee un amplio número de unidades bajo su control, ya sea en 

propiedad o en cesión. El problema en este último caso proviene de la creciente 

competencia desleal que realizan los titulares de unidades que, o bien han salido de 

la explotación turística o bien pasaron de ser unidades residencializadas o sujetas a 

un uso privativo, a unidades turísticas de forma ajena al operador, muchas de ellas, 

bajo la fórmula de vivienda vacacional, posibilidad que la vigente LOTC proscribe al 

no poder existir dos operadores en un mismo complejo.  

Por tanto, pretender regular estas dos realidades diferentes en un mismo texto legal y 

con una única fórmula, consideramos que dará lugar a la creación de nuevos 

problemas donde antes no los había, poniendo en peligro la continuidad de muchos 

negocios turísticos, de muchos empleos y de establecimientos alojativos en zonas 

turísticas, pudiendo dar lugar a una alteración significativa del espacio turístico que 

precisamente se pretende ordenar. 

Unido a lo anterior, consideramos que, debido a su importancia como elemento 

configurador de la oferta alojativa extrahotelera del archipiélago, un texto de la 

importancia como el que nos ocupa no debe ser reformado mediante decreto-ley, una 

tipología de norma reservada a cuestiones de extraordinaria y urgente necesidad. No 

apreciamos esa extraordinaria ni urgente necesidad, algo que no ha estado presente 

en la acción administrativa a través de sus mecanismos de control durante años, lo 

que se ha traducido en el surgimiento de una oferta ilegal descontrolada dentro de los 

complejos turísticos y de la residencialización dentro de dichos complejos. 

Consideramos que donde no hubo urgencia para controlar un fenómeno ilícito, no 
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debería haberla ahora para regular un fenómeno que, entre otras cosas, parece que 

no se tiene perfectamente medido ni identificado en cuanto a volumen y localización. 

Como alternativa, planteamos la posibilidad de generar un debate de mayor calado en 

el que se dé opción a todos los interlocutores implicados para enriquecer un texto 

normativo que, al igual que el que va a ser enmendado (Ley de Ordenación del 

Turismo de Canarias), tendrá vocación de gran permanencia en el tiempo, además de 

su importancia como norma reguladora de un elemento troncal en la configuración de 

una parte de la oferta alojativa de Canarias. Por tanto, las prisas en este tipo de 

cuestiones no podemos valorarlas como positivas, sino como un riesgo de no abordar 

la situación en su conjunto y ofreciendo soluciones parciales. Sería, por tanto, una 

mejor opción, la modificación propuesta a través de un cauce legislativo ordinario para 

la modificación de la LOTC. 

Para poder plantear un debate técnico y jurídico sobre una situación determinada que 

afecta al sector económico más importante de la economía canaria, hay que partir de 

un nivel de conocimiento profundo de dicha realidad sobre la que se pretender aplicar 

esa nueva regulación. Se nos ha dicho que se estima que existen unas 38.000 

viviendas vacacionales en suelo turístico según un estudio del Colegio de 

Economistas de Las Palmas de Gran Canaria, siendo este número el 83% de las VV. 

Consideramos que, dada la importancia de lo que está en juego, no vale usar 

estimaciones o creencias. El gobierno de Canarias debería, antes de ponerse a 

modificar el principio de unidad de explotación, tener la imagen nítida y perfectamente 

delimitada de la realidad que pretende modificar. Esto significa: 

- Disponer, establecimiento por establecimiento, de cuántas unidades existen y 

cuáles están afectas a una explotación turística. 

- Saber cuántas de esas unidades tiene bajo su control, ya sea en propiedad o 

cedidas, el explotador turístico. 

- Saber cuántas de las unidades que están fuera de la unidad de explotación se 

están comercializando en diferentes canales. 

- Saber cuántas son VV y si cuentan o no con un número de signatura turística. 

- ... 

Solo partiendo de esta información fidedigna será posible conocer en detalle la 

realidad y valorar qué efectos podría producir la regulación que se pretende llevar a 

cabo. 

 

II. Respecto al contenido del borrador de Decreto Ley 

 

En nuestro análisis, hemos identificado varios elementos principales sobre los cuales 

realizaremos nuestra valoración del texto normativo que se somete a consulta.  

Estos elementos son: 
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1.- Necesidad de desarrollo de un régimen transitorio que dé respuesta indubitada 

a cómo quedan los actuales explotadores turísticos a la entrada del nuevo texto 

jurídico y que les ofrezca garantías suficientes de continuidad en la gestión de sus 

negocios. Una nueva norma que pretende regular situaciones anómalas, no puede 

penalizar a quien ha venido ejerciendo su actividad de forma profesional, a plena 

satisfacción de sus clientes, consumidores y de aquellos que le han cedido sus 

unidades alojativas para la integración en la unidad de explotación a cambio de una 

renta. 

2.- El modelo de gobernanza de las nuevas Unidades de Gestión Turísticas 

(UGT) no debe estar basado en el mismo sistema de conformación de mayorías 

que rige en las comunidades de propietarios bajo la ley de propiedad horizontal. 

Lo que es un negocio turístico debe funcionar conforme a las normas mercantiles y, 

subsidiariamente, por la aplicación de la normativa civil y no por remisiones a una 

norma que nada tiene que ver con la actividad turística. Explicaremos a continuación, 

el riesgo y problemática que este modelo de conformación de mayorías podría 

generar. 

3.- A pesar de entender que el espíritu de la norma es dar respuesta a situaciones 

sobrevenidas a lo largo de todo este tiempo de existencia del PUE, nos cuesta 

mucho reconocer que se de amparo jurídico y protección a situaciones que 

nunca debieron de producirse y que han vulnerado la legalidad vigente. Nos 

referimos a la posibilidad de comercialización individual de quienes obtuvieron, 

ilícitamente, una signatura mediante la mera declaración responsable incompleta, que 

se pretende ahora esgrimir como un título habilitante en complejos turísticos 

extrahoteleros sometidos al PUE. 

4.- Si bien el PUE tiene aplicación tanto en complejos extrahoteleros como en aquellos 

otros hoteleros en régimen de condominio, esta modificación normativa que se 

pretende llevar a cabo se centra exclusivamente en la modalidad alojativa 

extrahotelera. Consideramos necesario que el texto refleje, de forma clara e 

indubitada, esta afirmación en su texto articulado, dejando al margen al régimen 

hotelero de condominio, que es totalmente ajeno a la realidad que se produce en los 

establecimientos extrahoteleros. 

 

Entrando al desarrollo de cada uno de estos puntos, manifestamos y ofrecemos los  

siguientes comentarios: 

 

1.- Necesidad de desarrollo de un régimen transitorio 

Insistimos en el hecho de que la norma propuesta pretende regular una nueva 

situación jurídica en la que se debe configurar una entidad de gestión turística que 
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sustituye a la figura del explotador turístico en la norma vigente. Este cambio 

propuesto debe contemplar, de manera específica, cómo afectará la promulgación de 

esta nueva norma a los complejos turísticos sometidos al principio de unidad de 

explotación y donde no existe conflicto, salvo la pretendida intromisión de 

competidores desleales que solo pretende impugnar el sistema. 

El temor, que se puede tornar en rechazo a la propuesta, se fundamenta en la 

siguiente pregunta: ¿qué ocurrirá cuando venzan los contratos de cesión de 

unidades alojativas a los actuales explotadores turísticos? 

Dicho temor está justificado porque si la nueva entidad de gestión turística se tiene 

que constituir a partir de la comunidad de propietarios y siguiendo las normas de las 

dobles mayorías que establece la LPH (propietarios y cuotas), se pueden dar 

situaciones de bloqueo absoluto por parte de un reducido número de propietarios que, 

bien operando de forma ilícita en el complejo o bien siendo residentes, pueden impedir 

que quien ha venido desarrollando mayoritariamente una actividad económica en 

dicho complejo e invirtiendo en él y generando empleo, continúe con dicha actividad, 

incluso si lo ha venido haciendo de una forma ejemplar. 

Quizás con un ejemplo se puede ilustrar mejor esta situación. 

Supongamos un complejo extrahotelero con 100 unidades alojativas, 90 de las cuales 

están bajo la vigente unidad de explotación. El actual explotador es propietario de 80 

de esas unidades y tiene cedidas las otras 10 restantes por sus propietarios. Las otras 

10 unidades que están fuera de la explotación turística pertenecen, una a una, 

individualmente a sus propietarios que hacen un uso residencial de las mismas. 

Asumamos que cada una de las unidades representan la misma cuota de 

participación, es decir, un 10%. 

Supongamos, además, que los contratos de las 10 unidades cedidas vencen todos a 

la vez y se convoca Junta General de Propietarios para debatir la constitución de la 

nueva entidad de gestión turística. 

El reparto de votos es el siguiente: 

 

  Nº de votos 

 Nº unidades Por cuota personal Por cuota de 
participación 

Explotador turístico 80 1 80 

Propietarios en 
explotación turística 

10 10 10 

Propietarios en 
situación residencial 

10 10 10 

Mayoría de 3/5   13 60 
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Como se puede observar, se puede generar una situación de bloqueo si se produce 

una alianza, por ejemplo, entre los propietarios no afectos a la explotación turística y, 

al menos, 3 de los que sí formaban parte de ella para que no se alcance las dos 

mayorías necesarias. 

Y esta situación de obstrucción y bloqueo se genera, frente a un operador turístico 

que controla, con títulos de propiedad, el 88,89% (80/90) de un negocio turístico. 

Puede pensarse, y así lo plantea el borrador de norma, que la obligación de que todas 

las unidades del complejo tienen que integrarse en la nueva entidad de gestión 

turística es motivo suficiente para implementar la “disciplina de voto” en pro de la 

buena gestión del complejo o de la constitución de la entidad de gestión turística. Pero 

quien afirma esto, lamentablemente, no conoce la realidad de la explotación turística 

extrahotelera donde puede haber propietarios, afectos o no a la explotación turística, 

que pueden tener motivos espurios para que dicha entidad de gestión no se configure. 

Bien porque en la ilegalidad o en la anarquía consideran que se pueden mover mejor. 

Bien porque consideran que la posible desafectación turística del inmueble le otorgaría 

una mejor posición para la venta de su unidad, o cualquier otra situación que podamos 

inferir que no suponga adoptar dichos acuerdos. 

En este posible clima de conflictividad en un complejo turístico, el borrador introduce 

un elemento amenazante y es el hecho de que, si en el plazo de 4 meses desde la 

finalización de la última actividad turística no hay acuerdo para la constitución de la 

entidad de gestión, la administración intervendrá anulando la licencia de explotación 

turística que tenía el establecimiento. 

Es decir, que un grupo extraordinariamente minoritario de propietarios en un complejo 

que pueden haber estado al margen de la explotación turística que en él se realizaba, 

tiene la capacidad de decidir sobre el titular mayoritario de un negocio turístico que se 

ha venido desarrollando de forma habitual y a plena satisfacción durante años. Si esto 

es así, desde luego, la postura de Ashotel no puede ser otra que de oposición rotunda 

a esta medida y alertar, sin ningún tipo de reservas, del riesgo de la reforma. 

 

2.- Modelo de gobernanza de la entidad de gestión turística. 

Tal y como ha quedado reflejado en el apartado anterior, la conformación de mayorías 

para la creación y funcionamiento de la entidad de gestión turística basada en la LPH 

supondrá, a nuestro juicio, una enorme conflictividad jurídica que acabará en los 

tribunales 

La realidad así mostrada y para evitar los efectos perniciosos ya comentados, requiere 

de un régimen de conformación de mayorías simples tal y como funciona en las 

sociedades de capital, donde se imponen los porcentajes mayoritarios – por mayoría 

simple - en la toma de decisiones que afectan a dicha actividad económica. Solo de 
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esta manera se podrá evitar que unos pocos, por los motivos que consideren, pueden 

acabar con una legítima actividad económica que se ha venido desarrollando en un 

complejo turístico sin mayores dificultades. 

Por supuesto que en la toma de decisiones que afecte a los ámbitos de decisión de la 

comunidad de propietarios debe regir el régimen de dobles mayorías que establece la 

LPH, pero para la gestión de una entidad que interviene en el tráfico económico 

mercantil, concretamente mediante la prestación de servicios turísticos, aplicar la LPH 

representa un riesgo inasumible para los operadores y que nos atrevemos a afirmar 

que no ha sido debidamente ponderado y considerado. 

Hay un hecho de partida que consideramos indubitado. Quienes compraron una 

unidad alojativa en un complejo turístico sometido a explotación turística, estaban 

comprando una parte de un negocio turístico y no una vivienda, ya fuera para uso 

residencial o para uso de ocio y entretenimiento. Sí cabía la opción de compra como 

inversión, pero cumpliendo con las normas que marca la normativa turística canaria; 

es decir, cediéndolo en explotación a quien dispone del título habilitante como 

explotador turístico en el inmueble. Por tanto, la opción de alegar desconocimiento de 

dicha realidad o sometimiento normativo para luego desarrollar una actividad turística 

ilegal fuera de esa unidad de explotación, simplemente, no es aceptable. 

No resulta admisible que esas posibles minorías de bloqueo se puedan construir a 

partir de quienes han estado desarrollando una actividad turística ilegal; es decir, que 

quienes obtuvieron una apariencia de título habilitante de forma irregular (viviendas 

vacacionales en complejos turísticos sometidos al principio de unidad de explotación) 

sean ahora los pueden decidir la continuidad o no de quien tenía la mayoría de las 

unidades turísticas en explotación en el complejo. 

 

3.- El reconocimiento del título habilitante como presupuesto para realizar una 

comercialización individualizada. 

 

Tal y como indicamos al inicio de este informe, no es aceptable que quienes han 

obtenido un título habilitante mediante la presentación de una declaración responsable 

incompleta, que es un acto sujeto a revisión, tengan plena carta de naturaleza para 

continuar con su actividad; en este caso, realizando la comercialización individual e 

integrándose en la entidad de gestión. 

Parece por tanto que, por razones que se aventuran extrañas, se ofrezca un 

reconocimiento o amnistía, una regularización de ilegales, para quienes obtuvieron 

una apariencia de título habilitante que, de haber ejercido la administración su 

correcta, ponderada y obligada labor de control, nunca se hubiera otorgado o, en todo 

caso, hubiera sido revocados. 
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Llegados a este punto, ¿nos preguntamos lo siguiente respecto a estas unidades? 

¿Qué ocurrirá si?: 

- Los titulares de estas unidades deciden no integrarse en la unidad de gestión 

- No pagan las cantidades correspondientes a su participación en la gestión 

- No hacen caso de las normas de funcionamiento de la entidad de gestión 

 

¿De qué instrumentos se va a valer la administración para obligarles a esos 

cumplimientos que establece el Decreto Ley? ¿Cómo se va a aplicar ese régimen 

sancionador reforzado que incorpora el borrador? Porque el propio gobierno de 

Canarias reconoce que cuenta con 14 inspectores turísticos para llevar a cabo la labor 

de inspección de más de medio millón de camas turísticas en Canarias; sin contar los 

establecimientos de hostelería y otras actividades turísticas. 

¿O acaso se espera que sea el gestor turístico el que, acudiendo a la vía judicial, 

intente resolver estos conflictos que estamos anunciando? Ya sabemos la situación 

actual de colapso de la mayoría de juzgados de lo civil y mercantil. Luego esta no 

puede ni debe ser la solución, porque nada hace pensar que quien ha estado 

ejerciendo, a sabiendas, una actividad turística ilegal y no contribuyendo a los gastos 

de explotación y mantenimiento de dicho establecimiento turístico, ahora sí decida 

integrarse, de forma voluntaria, en una entidad de gestión turística. 

 

4.- Excluir de esta regulación a la modalidad hotelera 

Al objeto de no interferir en otra modalidad, la hotelera, a la que también afecta el 

principio de unidad de explotación, a través de los hoteles en régimen de condominio, 

debería de especificarse en el texto que la regulación propuesta para la nueva 

configuración del principio de unidad de explotación afecta, de forma exclusiva a los 

establecimientos extrahoteleros. 

 

III. Riesgos y consecuencias de una regulación como la propuesta 

 

Tenemos la sospecha de que el legislador no ha entrado a valorar suficientemente las 

consecuencias que, desde un punto de vista operativo y de gobernanza de los 

establecimientos turísticos, podrían derivarse para el conjunto del sector turístico 

canario si se realiza una modificación legislativa en los términos de la propuesta y que 

es objeto de este análisis. 

Procedemos a exponer y razonar algunas de ellas. 
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1.- Incremento de la conflictividad en los establecimientos. 

La amenaza o pérdida de control por parte del vigente explotador turístico en el 

establecimiento supondrá un incremento de la conflictividad entre éste y quienes 

quieren disputarle u obstaculizar su labor como gestor. 

Además, el hecho de que obligatoriamente todas las unidades deban integrarse en la 

unidad de gestión turística no garantiza, en modo alguno, el que estén dispuestas a 

satisfacer sus obligaciones en relación con la contribución a los gastos generales de 

explotación y de comercialización, según los casos. 

Esta situación podrá dar lugar a un incremento de conflictos en sede administrativa 

y/o a una judicialización de la gestión empresarial con notables costes para la 

administración, para los particulares y, en definitiva, una pérdida de calidad del 

producto turístico extrahotelero y del turístico también en general, con posibles 

consecuencias sobre el deterioro del empleo y del servicio ofrecido a los clientes. 

 

2.- Pérdida de plazas para la explotación turística. 

A pesar de que el borrador de la norma manifiesta que uno de sus principales objetivos 

es la recuperación para la explotación turística del mayor número posible de plazas 

turísticas que hoy se encuentran fuera de la explotación, los elementos anteriormente 

expuestos, nos llevan a pensar que se puede producir justamente el efecto contrario. 

La conflictividad entre gestoras y particulares propietarios de unidades alojativas 

puede que implique y conlleve que un importante número de plazas pueda quedarse 

fuera de la explotación turística, mientras se resuelven los conflictos judiciales 

surgidos. 

 Hasta ahora, la existencia de un explotador reconocido ofrecía la garantía del 

mantenimiento y funcionamiento del servicio; el operador responde y obliga al 

cumplimiento. Pero si éste falta y aparecen en la unidad de gestión turística, 

propietarios que sí cumplen con las obligaciones derivadas de la norma y otros que 

no, esto puede afectar a cuestiones básicas como el propio mantenimiento del 

complejo (instalaciones, inversiones, etc) sin que sea factible la exigencia de 

responsabilidad al empresario incumplidor. De perpetuarse esta situación, se 

produciría una irremediable pérdida de calidad que puede llevar al cierre o abandono 

de la explotación por imposibilidad real de cumplir con las exigencias como operador 

turístico frente a terceros. Además, la existencia de incumplidores que son percibidos 

como impunes, puede generar un efecto contagio en el resto de propietarios (free 

riders). 
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3.- Pérdida de peso de contratación con turoperadores 

Los turoperadores están acostumbrados y quieren negociar y cerrar acuerdos con 

representantes empresariales que cuentan con un importante cupo de camas 

turísticas en su oferta. Esto facilita las negociaciones y la contratación de dichas 

camas para formar parte del portfolio alojativo de las islas. 

Si como consecuencia de los planteamientos recogidos en el borrador de Decreto Ley, 

ahora en un mismo establecimiento turístico, un turoperador tiene que negociar la 

comercialización de camas con varios operadores – el mayoritario y los que tienen 

derecho a la comercialización individualizada – el resultado será peor y con el riesgo 

de salida de dicho establecimiento del catálogo de dicho turoperador. 

 

4.- Pérdida de capacidad aérea. 

Como consecuencia de lo anterior, podría haber menos establecimientos en catálogos 

y, por tanto, habrá menos inventario de plazas en el mercado que, de forma paralela, 

necesitarán menos clientes para ocuparlas. Esto podría acarrear una pérdida de 

plazas aéreas que esos mismos turoperadores o compañías lowcost manejan. Lo 

vemos, por ejemplo, en las islas verdes, donde la inexistencia de un volumen de 

camas suficiente y oferta de fácil contratación por el mayorista hace las plazas aéreas 

que se venden mayoritariamente individualizadas ahuyentan a las compañías aéreas 

que no asumirán ese riesgo. 

Dicha reducción de plazas afectaría, no solo a la oferta extrahotelera, sino también a 

la hotelera, por lo que el conjunto de la oferta alojativa se vería afectado. 

 

5.- Guerra de precios en portales y plataformas 

A nivel interno, dentro de un establecimiento extrahotelero, se pueden producir 

situaciones paradójicas en cuanto a precios de venta. En un mismo portal online 

podrán coincidir las unidades que dependen de quien ostenta la unidad de gestión y 

aquellas otras de quienes las comercializan individualmente, a precios diferentes, que 

puede desencadenar una espiral a la baja de precios, que puede acabar perjudicando 

a la calidad, fidelidad y fiabilidad del producto, donde además los comercializadores 

individuales también se verán perjudicados por tener una menor estructura y 

capacidad negociadora. 
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IV. Conclusiones 

 

Tras realizar el presente análisis al borrador de Decreto Ley, se pueden extraer una 

serie de conclusiones a modo de resumen: 

 

1.- El carácter de extraordinaria y urgente necesidad no queda acreditado en el 

texto del borrador, pues no se da ninguna situación urgente o sobrevenida que 

requiera y genere esta modalidad de norma. Al día de la fecha, los problemas 

identificados en el propio decreto se han ido generando durante años. Nos referimos 

a los procesos de residencialización, a la irrupción de explotación turística ilegal en 

complejos sometidos al PUE o la exigencia del deber de atenerse al uso turístico del 

inmueble, entre otros. 

De la situación descrita en la exposición de motivos no parece deducirse una urgencia 

o necesidad que no pueda ser abordada mediante un procedimiento normativo 

ordinario, a través de una modificación legislativa, con todos los trámites y garantía 

que ello conlleva. 

2.- El borrador de Decreto – Ley plantea una única solución, la creación de una 

unidad de gestión turística, que sustituiría a la vigente unidad de explotación, 

para dar respuesta a diferentes realidades insulares, tal y como se ha explicado. 

No dudamos de la buena intención del legislador de dar cobertura jurídica a dichas 

situaciones, pero consideramos que lo que puede ser positivo como solución a un 

problema de residencialización, puede que no lo sea tanto para un problema de 

explotación turística ilegal, que puede requerir de una intervención más minuciosa 

para no afectar, precisamente, al explotador turístico que ha venido desempeñando 

sus funciones conforme a las vigentes estipulaciones. 

3.- La configuración de la nueva entidad de gestión turística mediante un 

sistema de conformación de dobles mayorías diseñado para la gestión de 

comunidades de propietarios nos parece que pone en riesgo la continuidad de 

negocios turísticos en establecimientos que han venido funcionando 

correctamente durante años. No puede ser que una minoría de bloqueo generada 

por un reducido número de propietarios ponga en jaque la continuidad de la actividad 

de una empresa que ha venido cumpliendo con sus clientes, con sus trabajadores y 

con los propietarios que le han confiado sus unidades.  

Aunque podemos entender que la actividad turística a la que nos referimos se realiza 

sobre un inmueble, no es menos cierto que dicha actividad la realiza una entidad 

mercantil. Aplicar a una entidad mercantil, un sistema de mayorías diseñado para 

gestionar unidades residenciales y problemas vecinales conforme a la LPH no nos 

parece la mejor solución. 
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4.- Frente a la necesidad de dar salida a aquellas unidades alojativas que 

obtuvieron un aparente título habilitante que nunca debió de darse, con el riesgo 

de que se consoliden y generen una mayor problemática, posicionando en peor 

situación a quienes han venido ejerciendo, correctamente y al amparo de la ley 

y con no pocas dificultades, la gestión empresarial de esos establecimientos. 

Estos operadores son los que vienen sufriendo y soportando la competencia desleal 

de quienes ahora se quiere amnistiar o blanquear autorizando y dando carta de 

legalidad para comercializar sus unidades que hasta la fecha son absolutamente 

ilegales.    

 

5.- Ashotel, visto por tanto el borrador ofrecido y manifestada la problemática y 

consecuencias que la incorporación al ordenamiento jurídico de la norma traerá, 

considera que la modificación del PUE, como norma e instrumento estructural 

del sistema turístico de alojamiento de Canarias, requiere de un debate mucho 

más sosegado y analizado. Se pretende sustituir un modelo que vino a resolver la 

atomización y dispersión de la actividad turística extrahotelera que, en aquella fecha 

generaba múltiples disfunciones y como solución consensuada sobre la base y 

objetivo de la especialización y profesionalización del producto. La sustitución o 

modificación del PUE, de sus principios y objetivos, requiere sin duda un análisis 

mucho más profundo y una modificación acorde con los nuevos tiempos pero siempre 

bajo su esencia y principios de profesionalización y calidad en la gestión, pues las 

consecuencias de una normativa impuesta y poco reflexionada son, sin duda, 

imponderables e irreversibles y por ello nuestra rotunda preocupación y advertencia, 

que como conocedores y partícipes de la actividad turística somos opinión autorizada. 

 

 

 

Santa Cruz de Tenerife, a 14 de julio de 2026 
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